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Es cierto que el abandono, la explotación, la experimentación y por sobre todo, el maltrato 
animal, es un tema diario. Lo vemos en los noticiarios, a nivel de prensa ya sea escrita o 
cibernética, etc.  
Doctrinariamente, se ha discutido mucho respecto al maltrato animal, puesto que, suena 
extraño atribuir derechos subjetivos a los animales, casi asemejándolos con los humanos y 
además, legitimando el bien jurídico (si es que lo hay) que se busca proteger respecto a éste 
tipo de delito. Sobre éste punto, existe una discusión a nivel de doctrina española sobre la 
fundamentación de las leyes de protección animal y a su vez, respecto al Convenio Europeo 
sobre protección de los animales vertebrados utilizados con fines científicos (experimental).  
Es menester citar a Roxin, el cual plantea “uno no tiene que renunciar al principio de protección de bienes 
jurídicos, sino que sólo tiene que ampliarlo extendiendo el contrato social del círculo de las personas vivientes a 
otras criaturas de la creación”1.  
De éste argumento se parte la discusión doctrinaria mencionada anteriormente, puesto que 
autores como Hefendehl plantea la interrogante de cómo sería posible compatibilizar la 
prohibición constitucional de la tutela penal y de la intolerancia frente a los que sienten de otra 
forma.  
Es claro, de alguna manera, que el delito de maltrato animal como tal, no constituye un bien 
jurídico el cual pueda ser legitimado, pero es simplemente por una cuestión de supuestos: que 
la vida y la integridad física son derechos subjetivos netamente humanos y que por ello no 
podría haber una relativización –como lo plantea Roxin- sobre extender el contrato social a 
toda criatura, e incluso, animal vertebrado no humano, como lo plantea el Convenio Europeo. 
En el mismo texto de Gimbernat, se plantea una especie de solución, la cual no parece 
tampoco satisfacer la discusión doctrinaria que se estaría llevando a cabo hasta su momento, 
manifiesta que “la sugerencia de que el problema quedaría resuelto si el maltrato de animales pasara a ser un 
ilícito penal a uno meramente administrativo tampoco soluciona el problema del bien jurídico, ya que la 
diferencia entre el Derecho Penal y el administrativo sancionador no es cualitativo, sino sólo cuantitativa, por lo 
                                               
1GIMBERNAT ORDEIG, Enrique  “La teoría del bien jurídico, ¿Fundamento de legitimación del Derecho Penal 
o juego de abalorios dogmático?, Edición Española, Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales S.A, Madrid, 
España, 2007, Barcelona, página 16. 
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que la sanción administrativa está legitimada, igualmente, si la conducta jurídicoadministrativamente ilícita 
lesiona algún bien jurídico”2. 
Con lo anteriormente mencionado, cabe distinguir entre una pena administrativa y una sanción 
penal como tal. La primera tiene un doble sentido, según Cury por una parte puede atribuírsele un 
significado procesal, en cuyo caso las penas administrativas son aquellas medidas sancionatorias que, de 
conformidad con el ordenamiento vigente, se imponen por una autoridad administrativa, sin intervención de los 
tribunales de justicia, no obstante su naturaleza punitiva (o, por lo menos, su semejanza con las formas de la 
pena criminal). Por la otra, también es posible conceptuarla de acuerdo con un criterio material, y entonces serán 
penas administrativas las aplicadas a hechos que atentan contra la estructura, organización y funciones de la 
Administración, o contra otros bienes jurídicos cuya violación, por encontrarse 
estrechamente vinculados con ella, la afectan de manera directa”.3A raíz de esto, es que 
puede relacionarse el bien jurídico que aún no es posible especificar con una pena de carácter 
administrativo. 
Por último y no menos importante, cabe señalar el siguiente punto en el cual se basa la 
discusión doctrinaria en España respecto del maltrato animal, el cual enfatiza el sentimiento de 
escándalo que produce un acto tan aberrante como causar la muerte o provocar lesiones con 
ensañamiento y sin justificación alguna a un animal, no podría ser un bien jurídico, no por ser 
un sentimiento, sino por ser ilegítimo. A contrario sensu, si el sentimiento se vuelve legítimo 
(aquél que nace de la sociedad producto de la crueldad que se ejerce sobre los animales), es 
aquél el que debe considerarse bien jurídico a proteger. 
En Chile, no es indiferente el tema a la comunidad, ni tampoco a las autoridades, pero no ha 
sido abarcado del todo y menos, solucionado. 
Los Municipios constantemente, toman sus propias medidas y sacrifican animales callejeros 
por medio de veneno, golpes o diversas atrocidades, quedando totalmente impunes la acción 
como tal y las personas involucradas en su realización, a vista y paciencia de la ley, siendo que, 
el maltrato animal en Chile está tipificado en el Código Penal y no sólo eso, sino que en el año 
                                               
2GIMBERNAT ORDEIG, Enrique  “La teoría del bien jurídico, ¿Fundamento de legitimación del Derecho Penal 
o juego de abalorios dogmático?, Edición Española, Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales S.A, Madrid, 
España, 2007, Barcelona, página 17-18. 
3CURY URZÚA, Enrique, “Derecho Penal, Parte General”, Editorial Universidad Católica de Chile, Santiago de 
Chile, 2009, página 103. 
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2009 salió a la luz la ley 20.380 sobre protección de animales: ¿qué hace que las personas que 
constituyen éste delito, sea por acción u omisión, no reciban la pena que merecen? A la postre, 
me hace pensar, que podría existir un grave vacío a la tipificación del Código Penal, en su 
artículo 291 bis, ya que, si bien es cierto está tipificado el maltrato animal, no alude a qué 
conductas constituyen éste tipo de delito. A su vez, no saber con certeza el bien jurídico que se 
está protegiendo.  
El Código Penal, en su artículo anteriormente mencionado tipifica el delito de maltrato animal 
como el que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales será castigado con la pena de presidio menor 
en sus grados mínimo a medio y multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales, o sólo con esta última.4 
A sabiendas, no alude –como se planteó anteriormente- a qué conductas son entendidas como 
actos de maltrato o crueldad con animales. 
Me lleva a concluir incluso, que podría tratarse, en consecuencia, de un verdadero delito 
ambiental o "ecológico", al tener por objeto la tutela de un elemento que integra al medio 
ambiente como es la fauna o reino animal, y tal vez, sea este, el único delito "ecológico" 
propiamente tal que contiene el Código Penal, o al menos el que guarda una relación más 
directa con la protección a nivel penal del medio ambiente. 
Directamente, el bien jurídico que se protege respecto al derecho medioambiental es disfrutar de 
un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo, extrayendo de 
tales disposiciones algunas conclusiones para el análisis de la figura penal. De allí se deduce que el medio 
ambiente como tal es un bien jurídico autónomo.5 
La doctrina tiende a enfatizar el bien jurídico o el objeto que se busca proteger con la 
tipificación, como un sentimiento masivo y legítimo, lo cual se tratará a lo largo del desarrollo 
de éste trabajo. 
Dilucidar de manera certera la relación directa que existe entre el Derecho Penal y el Derecho 
Medioambiental en esta materia y definir conceptos como “maltrato animal”, “delito”, “delito 
medioambiental”, entre otros a fin de poder relacionar de manera más directa el tema y las dos 
ramas del Derecho mencionadas anteriormente son claves para una mejor comprensión del 
tema y claro, poder definir bien a partir de la teoría del delito, el bien jurídico que se busca 
proteger. 
                                               
4REPÚBLICA DE CHILE, “Código Penal”, Editorial Jurídica de Chile, 25ª edición, Santiago de Chile, 2011. 
5MATUS ACUÑA, Jean Pierre, “Derecho Penal del Medio Ambiente”, Editorial Jurídica de Chile, Santiago de 
Chile, 2004, páginas 58-59. 
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Hacer una crítica respecto a los vacíos legales que impiden penalizar a la gente que realizan este 
delito, tanto por acción u omisión, es otro tema que trataré durante el desarrollo de éste 
trabajo. 
Además, poder aportar a los proyectos de ley que esperan en el Congreso para ser discutidos y 




































CAPITULO I:   El maltrato animal como delito. 
1.1 Antecedentes 
Es claro, que el proyecto de Ley de Protección Animal, tiene falencias, pero no fue así todo el 
tiempo, ya que el esfuerzo de personas dedicadas a la protección animal e incluso, legisladores 
comprometidos con la causa, intentaron otorgar un cuerpo legal con un sentido proteccionista 
en su totalidad. 
El proyecto, fue presentado en 1995 por los disputados; Isabel Allende, María Angélica Cristi, 
Víctor Reyes, Francisco Encina, Mario Acuña, Alejandro Navarro, Exequiel Silva, Pedro 
Álvarez-Salamanca, Gutenberg Martínez y Nelson Ávila. 
Luego de dormir ocho años en el Congreso, fue transformándose a tal punto que la idea 
principal, que era la protección, se desvirtuó totalmente. 
Los responsables de esto, el Senado con sus modificaciones; la Comisión Mixta con sus 
propuestas y el poder ejecutivo con el Veto presidencial. 
La falta de compromiso del Senado, se vio de manifiesto al proponer modificaciones como la 
eliminación de la Creación de un Comité de Bioética que definiría las directrices en virtud de 
las cuales y bajo la lupa de éste, se desarrollarían las experimentaciones y que además, estaría 
compuesto por científicos, investigadores y uno que otro representante de las Organizaciones 
Animalistas, dedicados exclusivamente a la protección animal. 
Dejaron de lado, o deficiente, la sanción a establecimientos de entretención como circos, 
zoológicos, laboratorios de diagnóstico veterinarios destinado a la producción de animales y 
productos derivados, locales dedicados a la compraventa de animales, actividades de 
experimentación en establecimientos educacionales, entre muchos más. 
Derogaron el artículo 291 bis del Código Penal y luego rebajaron el carácter delictual de éste 
tipo de actos, pasando a ser una simple falta y con ello, reducir las multas. 
Todas estas modificaciones propuestas por el Senado no tuvieron acogida por la Cámara de 
Diputados, fueron a revisión de la Comisión Mixta, quienes ratificaron la derogación del 
artículo anteriormente mencionado, rebajando el carácter delictual y de la mano, las multas, 
otorgando una vía de reemplazar al infractor o al autor del acto, las multas con trabajo 
comunitario: Lo que me hace pensar, es lo increíble que puede ser la deficiencia del sistema 
jurídico en cuanto a que un maltrato como quemar vivo a un animal, ahorcarlo o degollarlo, 
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etc. Sea compensado simplemente con la pinta de un muro o algún otro trabajo comunitario 
que sea suficiente según el criterio del juez de policía local encargado de inculpar. 
Aprueban además la exclusión de ciertas actividades y entidades al conocimiento del Juzgado 
de Policía local en cual se refiere a las sanciones que podrían establecerse en contra de 
establecimientos destinados a la entretención, a la producción, a la compraventa y a la 
experimentación en establecimientos educacionales. 
El texto, ya propuesto por la Comisión Mixta, fue aprobado por el Parlamento y lo que es 
peor, aprobado sin sanciones, ya que para que pudiese ser modificado en cuanto al 
conocimiento de las penas en Juzgados del Crimen o de Policía Local, era necesario un 
quórum especial de votación, lo que no pudo ser logrado. 
Es así, como en la práctica Chilena, significa la más absoluta impunidad a los actos de maltrato 
y crueldad animal. 
 




La Real Academia Española, define delito como Culpa, quebrantamiento de la ley6, a su vez, el 
profesor Enrique Cury Urzúa define delito como “una acción u omisión típicamente antijurídica y 
culpable”7 y a su vez, nuestro Código Penal define delito en su artículo 1 como toda acción u omisión 
voluntaria penada por la ley8. Es sencillo y queda de manifiesto que no hay gran diferencia entre las 
definiciones, pero desde una perspectiva netamente legal, lo que marca algo como delito es el 
acto en sí, sea por acción u omisión y que esta, necesariamente sea penada por la ley, puesto 
que cabe señalar una frase muy trascendental en el Derecho Penal nullum crimen,nulla poena, sine 
lege¸es decir, no hay crimen ni pena, sin ley y es necesaria la tipificación del delito. 
Es menester, señalar conceptos básicos que hacen referencia al maltrato animal, tales como 
maltrato, crueldad, matanza, caza, etc. 
                                               
6 <http://lema.rae.es/drae/?val=delito>, Noviembre 2012. 
7 7CURY URZÚA, Enrique, “Derecho Penal, Parte General”, Editorial Universidad Católica de Chile, Santiago de 
Chile, 2009, página 243. 
8 REPÚBLICA DE CHILE, “Código Penal”, Editorial Jurídica de Chile, 25ª edición, Santiago de Chile, 2011. 
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La Real Academia Española señala maltrato como tratar mal a alguien de palabra u obra, a mi 
juicio, esta definición carece de elementos, ya que solamente alude a que el maltrato procedería 
solamente sobre los humanos al nombrar “alguien” y no “algo” o “algún”. 
A su vez, la entidad previamente señalada define crueldad como inhumanidad, fiereza de ánimo, 
impiedad, lo que me hace pensar, a la postre, que no es solamente un acto concreto, sino que el 
animus también se ve involucrado. 
Por otra parte, matanza es definida como acción y efecto de matar  y además, caza como acción de 
cazar y para efectos, cazar es definido como buscar o seguir a las aves, fieras y otras muchas clases de 
animales para cobrarlos o matarlos. 
 
1.3.2. Análisis del bien jurídico 
 
La conducta que se sanciona, son los actos de maltrato o crueldad, cualquiera sean estos, con 
los animales. 
Es necesario señalar, que de acuerdo a las normas de interpretación del Código Civil, debemos 
entender las palabras en su sentido natural y obvio, es decir, aquél que común y de manera 
general se le da a la palabra que se cita. 
En relación a los conceptos señalados en el punto anterior, es que surge uno de los tantos 
problemas que nos convoca respecto al tema, ya que a la postre, las definiciones que se dan 
son excesivamente amplias de interpretar y por el hecho de ser considerados “seres vivos 
inferiores”, se expone a un vacío de ser hecho punible. 
Bastaba con que la Ley Penal contemplara una especie de catálogo de cuáles conductas 
constituyen maltrato animal, para que fuesen sancionadas, pues de esta manera habría sido más 
fácil lograr un grado de seguridad jurídica. 
Es menester recordar que el proyecto original si contemplaba la existencia de un reglamento en 
el que se especificarían las conductas a sancionar, pues se estableció que podrían considerarse 
como conductas típicas el abrir heridas a un animal con motivo científico o de investigación y 
que no se cuente con la autorización respectiva para ello, a modo de ejemplo. 
En base a lo anterior, es que se le realiza una dura crítica al artículo 632 el Código Penal 
Español, y que es comparable e incluso, aplicable a nuestro artículo 291 bis del Código Penal, 
hecha por Higuera Guimera señalando que no se comprende en el tenor literal del artículo 632 del 
Código Penal expresamente la lesión o muerte del propio animal, incluso plantea de lege ferenda el hecho de 
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establecer una figura agravada e incluso convertirla en un tipo delictivo, aunque, no obstante, deberían 
comprenderse en esta falta los casos de lesiones o de muerte.9 
Otra crítica que es posible de hacerle al artículo 291 bis del Código Penal está referida al 
concepto de lesión a los animales, pues no se señala, debiendo considerarse como una norma 
penal en blanco, siendo necesario acudir a ámbitos de veterinaria legal. 
Respecto al análisis de la tipicidad de éste delito, considero que es para nada concreta, ya que 
cualquier persona que realice algún acto de crueldad o de maltrato contra un animal, cometerá 
una acción típica. El problema radica es que en ningún momento se ha establecido si este 
delito puede cometerse por acción u omisión, ni tampoco se señalan los límites de la conducta. 
Algunos autores incluyen no sólo el maltrato físico como constitutivo de éste delito, sino que 
también el psicológico, ya que se admite la posibilidad de que el animal desarrolle aspectos 
emocionales, lo que significa la posibilidad de provocarle un daño. 
Sobre la antijuricidad no es mucho de lo que pueda hablar, más que mencionar que el hecho 
será antijurídico cuando se produzca una contrariedad entre la conducta y el ordenamiento 
jurídico, es decir, que si la conducta se desarrolla en el legítimo ejercicio de un derecho, no 
podrá ser ilícita, pues operaría la exención de responsabilidad criminal regulada en el número 
10 del artículo 10 del Código Penal. 
De la culpabilidad, no diré nada extenso, pero si mencionaré cosas bastante esenciales: la 
culpabilidad en este caso se refiere a que la conducta pueda serle reprochada al autor del delito, 
siendo éste el primer elemento de la culpabilidad, esto quiere decir que aquél declarado 
interdicto por demencia o el menor de edad que maltrate un animal no podrá ser sujeto a una 
pena. 
El segundo elemento constitutivo de culpabilidad es el dolo, lo que nos lleva a la conclusión de 
que aquél que cometa una conducta dolosamente –con intención- conociendo el hecho que 
comete y que esta constituye delito, es culpable. 
Otro elemento de la culpabilidad es la exigibilidad, pues para que exista culpa es menester que 
al sujeto se le pueda exigir un comportamiento distinto del realizado, es decir, un 
comportamiento ajustado a Derecho. 
Asimismo, es necesario mencionar los sujetos que intervienen en éste delito: Sujeto activo, es la 
persona que realiza la conducta típica, aunque el artículo 291 bis del Código Penal es bien 
                                               
9 HIGUERA GUIMERA. J.H, Los malos tratos crueles a los animales en el Código Penal Español de 1995, 
pág. 350. 
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difuso, pues menciona “el que”, lo cual implica que cualquier persona podría ser sujeto activo 
de cometer el delito. 
El sujeto pasivo del delito será entonces, la sociedad no organizada o la comunidad en sí, todo 
esto respecto del bien jurídico protegido. 
Objeto jurídico del delito, el bien o interés que se busca proteger por el derecho, es en 
definitiva muy amplio, pues se cumplen diversos aspectos con su tipificación. 
Para algunos, el bien jurídico protegido debiera ser la integridad física y psíquica del animal 
como ser vivo, pues creen que el animal deba tener autonomía e independencia para que se 

























CAPITULO II:   La regulación legislativa sobre maltrato animal. 
2.1.  Legislación actual 
La legislación a nivel nacional e internacional no es abundante, es más, me atrevería a decir que 
la protección jurídica existente no apunta a la protección animal en sí, sino que a las formas de 
cómo debiesen tratarse a los animales pero a modo de objeto, algo que puede ser utilizado de 
una u otra forma, pero siempre dentro de la esfera del consumo. 
A nivel nacional, tenemos la Ley 20.380 sobre protección de animales, la cual será tratada en 
unos puntos más adelantes de esta tesis. 
Tenemos también, la Ley de Caza, Ordenanzas Municipales, el Decreto número 16 sobre 
Sanidad Animal, el Código Penal e incluso, pero desde otra perspectiva, el mismo Código Civil 
habla acerca de los animales. 
El actual artículo 291 bis del Código Penal, incorporado mediante la ley 18859 de fecha 29 de 
Noviembre del año 1989 y que derogó la disposición contenida en el numerando 35 del 
artículo 496 del mismo cuerpo legal, que establecía como sanción por el excesivo maltrato para 
con los animales sólo una falta. Hoy en día, se sanciona el maltrato o crueldad para con los 
animales como simple delito, en el cual se establece penas privativas de libertad que va desde 
61 a 540 días y multa de 1 a 10 ingresos mínimos mensuales o sólo multa. 
Señala el artículo 291 bis “El que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales, será castigado con la 
pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de uno a diez ingresos mínimos mensuales o sólo a esta 
última”.10 
Es cierto que esta norma señala de manera clara las penas que son aplicables al hecho de 
cometer actos de maltrato o crueldad, es muy raro que sea aplicada en los Tribunales de 
Justicia, pues adolece de falencias como por ejemplo, no señalar cuáles son las conductas que 
constitutivas de maltrato o crueldad, por lo que se debería recurrir a la norma de interpretación 
señalada por el Código Civil en su artículo 20: “Las palabras de la ley se entenderán en su sentido 
natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido 
expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal”. Sentido natural y obvio que 
el mismo diccionario de la Real Academia Española señala. 
Otra ley que señala o se refiere al tema de los animales, sea protectora o no, es la Ley número 
19.473 de 4 de Septiembre de 1996, sobre Caza que sustituye el texto de la Ley 4.601 y artículo 
                                               
10 REPÚBLICA DE CHILE, “Código Penal”, Editorial Jurídica de Chile, 25ª edición, Santiago de Chile, 2011. 
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609 del Código Civil, la cual no aborda temas de protección, salvo en los casos de caza 
ejemplares de la fauna silvestre catalogados como especies en peligro de extinción, vulnerables, 
raras y escasamente conocidas, así como la de las especies catalogadas como beneficiosas para 
la actividad silvoagropecuarias, para la mantención del equilibrio de los ecosistemas naturales o 
que presenten densidades poblacionales reducidas. Además, define uno que otro término pero 
nada que sea necesario de interpretar. 
Encuentro, a modo personal, que la propia ley cae en un error garrafal, ya que si hablamos de 
protección a la flora y fauna silvestre en peligro de extinción, vulnerables, raras o escasamente 
conocidas, no debería existir la posibilidad de obtener una autorización para aún así lleva acabo 
la actividad de caza, bajo ningún argumento, ni por investigación, ni por estudios, etc. 
Respecto a las ordenanzas municipales, el tema de los perros vagos y de la tenencia de 
animales, está poniendo en discusión diversos problemas de carácter jurídico sobre los que 
conviene reflexionar. La competencia de su control, el método de su eliminación, la existencia 
o no de derechos de los animales, aportan variadas discusiones para plantear una solución que 
garantice tanto a autoridades, proteccionistas de animales, como a la comunidad en general. 
Para controlar la sobrepoblación canina se vienen desarrollando, aunque aisladamente, 
mecanismos que intentan controlar la natalidad de nuevos perros, educar a la comunidad y 
sancionar a los dueños de mascotas que no asumen responsablemente su tenencia. Así, algunas 
Municipalidades del país han dictado Ordenanzas que pretenden regular la tenencia de 
mascotas dentro de su comuna; Ordenanzas, sin embargo, que no resultan del todo feliz 
cuando se trata de buscar su armonía con nuestro ordenamiento constitucional. 
El Decreto Número 89 publicado el año 2003 cuyo organismo competente es el Ministerio de 
Salud,  que aprueba el reglamento de prevención de la rabia en el hombre y en los animales,  
señala que el único organismo autorizado para proceder a la eutanasia de animales será el 
respectivo Servicio de Salud local. 
Señala también el reglamento que puede trabajarse conjuntamente con las municipalidades 
sobre los puntos anteriores, a través de planes y estrategias, por ejemplo, en el caso de los 
perros vagos que deambulan por las calles, el departamento de Higiene Ambiental de cada 
municipalidad puede ejercer acciones de control a través de programas de esterilización y 
educación a la población sobre la importancia de la tenencia responsable de mascotas. Las 
municipalidades no pueden por tanto, irrogarse tales facultades ya que son propias de los 
Servicios de Salud el prevenir y controlar los focos o brotes de la rabia, teniendo para ello que 
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cumplir con ciertos protocolos como el retiro de estos animales para su observación un cierto 
tiempo cuando hayan mordido a una persona y sean susceptibles de transmitir la enfermedad. 
De acuerdo a lo anterior, las municipalidades no tienen facultades legales para proceder al 
control masivo de la población de perros vagos mediante la eutanasia, lo que está fuera de su 
competencia. Así también lo ha confirmado la Corte de Apelaciones al señalar: “la municipalidad 
en este caso la recurrida, debió llevar adelante dentro de sus atribuciones todo lo necesario para prever el contagio 
de la rabia, pero al respecto no le compete la eutanasia de los canes vagos, dado que tal cometido sólo corresponde 
al Servicio de Salud pertinente, de modo que al reconocer la Municipalidad haber estado eliminando los canes 
cautivos, no obstante su elevada finalidad de prever el contagio de la rabia y por ende propender a mantener la 
salud pública, tal acto está fuera de su competencia y resulta ilegal, así como lo es la autorización del uso de 
órganos internos (corazón) de perros eliminados, toda vez que tales actos debe realizarlos el Servicio de Salud, 
artículo 7 del decreto Nº 89 del Ministerio de Salud, de 1º de abril de 2002” 11 
Sobre el decreto número 16 sobre Sanidad Animal, no es mucho lo que puedo rescatar, pues 
en su artículo 2, el más proteccionista hasta ahora, señala que quedarán abolidas 
perpetuamente en territorio de Chile las lidias de todos, tanto en las poblaciones como en los 
campos: ¿es realmente suficiente? 
En su artículo 8, además, señala que los propietarios o tenedores de animales tienen la 
obligación de prevenir y combatir las enfermedades con los tratamientos, las medidas y en los 
plazos que determine el SAG (Servicio Agrícola Ganadero).  
Respecto al artículo anterior, no tengo mucho que decir, es casi por sentido común de que las 
personas que tengan bajo su cuidado, responsabilidad, dominio o mera tenencia deben hacerse 
cargo de algún brote infeccioso que pueda afectar no sólo al animal, sino que a la comunidad, 
es decir, este decreto no dice nada nuevo. 
El Código Civil, está decir que trata sólo como objetos a los animales, en su artículo 567 
incluye a los animales entre las cosas corporales muebles y los denomina semovientes, por 
moverse ellos a sí mismos, a diferencia de las cosas inanimadas, que requieren para ello de una 
fuerza externa. Por tanto, el derecho privado considera a los animales como cosas sujetas al 
derecho de dominio y en que el propietario puede gozar y disponer de ellos arbitrariamente. 
En su artículo 608 distingue entre animales bravíos o salvajes, domésticos y domesticados. 
 
 
                                               
11 Considerando Cuarto, Corte de Apelaciones de Valparaíso, Recurso de Protección Rol Número 649-2003 
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2.2.  Jurisprudencia 
La jurisprudencia de nuestros Tribunales no ha sido abundante, pero aún así existen diversos 
fallos que ayudan a orientarnos no tan sólo sobre los criterios aplicados, sino que también de 
que si existe una realidad jurídica sobre protección animal. 
 
X.1 Recurso de Apelación. Corte de Apelaciones de Valparaíso (Rol de la Causa: 
390087). 
 
SENTENCIA CORTE DE APELACIONES, Valparaíso 11 de Enero de 1995. 
 
Vistos: 
Reproduciendo la sentencia en alzada de veinte de octubre del año pasado, escrita a fojas 55, 
en su parte expositiva y fundamentos, pero eliminando los considerandos 3°, 4°, 5°, 6°, 7° y 
16°; manteniendo sus citas legales, salvo la del artículo 30 del Código Penal que se suprime; y 
teniendo en su lugar y además presente: 
Primero: Que con los elementos probatorios analizados en el motivo segundo de la sentencia 
de primer grado de los que se infieren presunciones judiciales con todos los requisitos legales 
para constituir plena prueba, se encuentra acreditado que el dos de octubre de mil novecientos 
noventa y dos, un individuo golpeó con un fierro en forma repetida y cruel a un perro hasta 
causarle la muerte, hecho que es constitutivo del delito previsto en el artículo 291 bis del 
Código Penal; 
Segundo: Que para configurar el citado delito, el tribunal tiene presente que dicha disposición 
castiga en general al que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales y que dichas 
expresiones significan, de acuerdo con su sentido natural y obvio, tratar mal a uno con 
inhumanidad, fiereza de ánimo o impiedad, dentro de cuyos términos se encuentra la acción 
precedentemente descrita; 
Tercero: Que prestando declaración indagatoria el procesado Yuti Aberto Gac Solar a fojas 10, 
expresa que en circunstancias que se encontraba en un taller mecánico, un perro se le fue 
encima con el evidente propósito de morderlo, que trató de esquivarlo inútilmente, que el 
animal se abalanzó sobre él y lo mordió en los tobillos, por lo que tomó un pedazo de fierro 
que estaba botado y le dio un par de golpes a fin de que lo soltara. 
 17 
Cuarto: Que no obstante la versión del procesado, quien asegura que sólo golpeó al perro para 
defenderse y con la intención de que éste lo soltara, su participación como autor del delito ya 
mencionado, se encuentra acreditada con la declaración conteste de los testigos presenciales 
Raúl Jaque Ponce, Hernán del Valle Ramírez y Juan Carlos Zuñiga Bustamante, quienes 
disponen a fojas 4, 4 vuelta y 6 y cuyos dichos reúnen todos los requisitos exigidos en el 
artículo 459 del Código de Procedimiento Penal para constituir plena prueba y que dicen que el 
perro tomó los pantalones a Yuri Gac y después se introdujo en su casa y que el procesado en 
una reacción que los sorprendió, sacó al animal de su interior y lo golpeó en forma repetida y 
violenta, afirmando los testigos Jaque y Zuñiga que fue tan intenso el castigo, que los ojos del 
perro salieron de su cuenca; 
Quinto: Que atendido lo expuesto por los mencionados testigos, se rechaza las eximentes de 
responsabilidad invocadas por la defensa, ya que es un hecho establecido en el proceso que la 
acción del procesado no estuvo destinada a defenderse de un ataque del perro, ya que si bien 
éste efectivamente lo mordió en los tobillos, según dicen los testigos mencionados y 
circunstancias que también se desprende del informe médico de fojas 17, en que se expresa que 
Yuri Gac presentaba una mordedura canina de carácter leve, el perro cesó su acometimiento y 
se introdujo en su casa, desde donde fue sacado por el procesado para proceder a golpearlo 
con un fierro en forma cruel hasta causarle la muerte; 
Sexto: Que, en cambio, se estima que la circunstancia de haber sido el procesado previamente 
mordido por el animal, constituye un estímulo que naturalmente produjo aquél arrebato y 
obcecación, configurándose en su favor la atenuante de responsabilidad contemplada en el 
artículo 11 número 5 del Código Penal; 
Séptimo: Que concurriendo dos circunstancias atenuantes y no perjudicando al encausado 
ninguna agravante, sólo se le sancionará con la pena de multa. 
Por estas consideraciones, lo informado por el Ministerio Público y de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 11 n°5, 60 y 70 del Código Penal, se confirma la referida sentencia 
apelada, con declaración de que el procesado Yuri Alberto Gac Solar queda condenado como 
autor del delito que allí se menciona al pago de una multa de un ingreso mínimo mensual, 
dejándose sin efecto la accesoria suspensión de cargo u oficio público y la remisión condicional 
otorgada por ser improcedente atendida la naturaleza de la sanción impuesta. 
Regístrese y devuélvanse. 
Redacción del Ministro Señor Julio Torres Allú. 
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Pronunciada por los Ministros Titulares de la Iltma. Corte, señores Domingo Yurac Soto, 
Carlos Pereira Castro y señor Julio Torres Allú. Rol N° 390.087 
 
 
En este fallo sobe el delito de maltrato contemplado en el artículo 291 bis del Código Penal es 
importante destacar el acertado alcance que se da a la noción de maltrato. 
Se da comienzo a la audiencia fijada para el día de hoy para efectos de la lectura del fallo que 
incide en estos autos, con asistencia de las partes individualizadas, procediendo el señor 
Presidente de esta sala a dar lectura de la sentencia y que de conformidad con el artículo 384 
inciso final del Código Procesal Penal, sólo se leerá su parte resolutiva.  
 
Santiago, diez de julio de dos mil ocho. 
Vistos: 
 
En causa RIT N° 5612-2007, del Décimo Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, se dictó el 
dieciséis de abril de dos mil ocho sentencia definitiva por la que se condenó a la inculpada 
Fabiola Andrea Figueroa Carrasco al pago de una multa de dos unidades tributarias mensuales, 
como autora del delito de maltrato animal, previsto y sancionado en el artículo 291 bis del 
Código Penal, perpetrado en la comuna de Peñalolén el día 13 de agosto de 2007, eximiéndola 
pago de las costas. 
En contra de la sentencia precedentemente singularizada la Defensoría Penal Pública dedujo 
recurso de nulidad, por estimar que en el fallo en comento se incurrirían en las siguientes 
causales: 
a) en la contemplada en el artículo 374, letra e) ?en relación con los 
artículos 342 letra c) y 297-. b) en la misma causal anterior, fundada en la alegación fáctica que 
señala. c) en la prevista en el artículo 374 letra f) ?en relación el artículo 341-, equivocadamente 
consignado como artículo 373 y, d) en la causal contemplada en el artículo 374 letra e) en 
relación con el artículo 342 letra c).  
Las causales consignadas precedentemente se interponen subsidiariamente. 
Todos los artículos antes señalados corresponden al Código Procesal Penal. 
Concedido el recurso y elevado a conocimiento de esta Corte, se procedió a su vista en la 
audiencia pública del día 19 de junio del año en curso, con asistencia del representante del 
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Ministerio Público como de la Defensoría Penal. 
Habiéndose resuelto la inexistencia de problemas de admisibilidad, se procedió a escuchar los 
alegatos de ambos abogados comparecientes. 
Los intervinientes hicieron uso de su derecho a réplica. Concluido el debate, se citó a los 
intervinientes para la lectura del fallo acordado a la audiencia del día 10 de julio del presente 
año, antes de las causas agregadas. 
CON LO RELACIONADO Y OIDOS LOS INTERVINIENTES: 
1°) Que a través del presente recurso de nulidad se pretende la invalidación de la sentencia de 
fecha dieciséis de abril del año en curso que condenó a la imputada Fabiola Andrea Figueroa 
Carrasco, al pago de una multa de dos unidades tributarias mensuales, como autora del delito 
de maltrato animal, eximiéndola del pago de las costas, hecho perpetrado el 13 de agosto de 
2007, en la comuna de Peñalolen, así como también del juicio oral en que se dictó el 
singularizado fallo, con el objeto de que el tribunal no inhabilitado que 
corresponda disponga la realización de un nuevo juicio. 
2°) Que, cabe tener presente, que el recurso de nulidad, reglado en el estatuto procesal penal, 
ha sido instituido por el legislador para invalidar el juicio y la sentencia definitiva, o solamente 
ésta, cuando concurren las causales expresamente señaladas en la ley, respecto de errores que 
son capaces de generar una nulidad y que influyan en la parte dispositiva de la sentencia 
recurrida. 
3°) Que los errores susceptibles de nulidad están indicados taxativamente en los artículos 373 y 
374, ambos del Código Procesal Penal, y dicen relación con la infracción de normas jurídicas. 
4°) Que, la impugnante ha fundado su recurso, en primer lugar, invocando la causal prevista en 
la letra e) del artículo 374, en relación con el artículo 342 letra c) y 297, todos del Código 
Procesal Penal, la que fundamenta, en lo pertinente, en el hecho que la sentencia 
carecería de una exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias 
que se dan por probados, rechazando erradamente las alegaciones de la defensa, concluyendo 
que lo impugnado sería el acto de subsunción o encuadramiento? de los hechos en una 
determinada norma jurídica, lo que constituiría un acto de aplicación de derecho, en atención a 
las alegaciones que latamente señala, estimando que los hechos pesquisados merecieron ser 
excluidos de sanción. 
5°) Que, examinada la sentencia recurrida, esta Corte estima que ésta cumple suficientemente 
la exigencia de contenido que establece el artículo 342 letra c) del Código Procesal Penal, por 
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cuanto la misma explícita con suficiente inteligencia los hechos del juicio y relaciona latamente 
la prueba rendida que sirvió de base a su decisión condenatoria, no siendo efectivo que el fallo 
impugnado carezca de una ponderación lógica de dicha prueba o que contradiga las máximas 
de la experiencia y los conocimientos científicamente afianzados, según se infiere, en lo 
pertinente de lo consignado en los mismos 
basamentos objetados. 
6°) Que, la facultad del tribunal de la instancia en la formación de su propia convicción no 
puede quedar circunscrita a un ámbito menor que la fijada en la contr oversia, de modo que el 
ente acusador como la defensa han podido poner en su conocimiento una verdad comprobable 
que impone a los jueces la labor ineludible de calificar si la misma se transforma en una verdad 
procesalmente probada; y es en uso de esa facultad exclusiva de apreciación de la prueba que el 
tribunal a quo procedió a su ponderación, utilizando los parámetros establecidos en el artículo 
297 en relación con el 340, ambos del Código Procesal Penal. 
7°) Que, como se ha señalado, los hechos quedaron establecidos por el tribunal de la instancia 
con los elementos de convicción que los intervinientes allegaron al proceso y, en virtud de su 
apreciación, resolvió que la sanción que debía aplicarse, según su convicción, correspondía a la 
impugnada por la defensa, sin que pueda cuestionarse dicha facultad jurisdiccional por ser 
materia que escapa del control de este tribunal. 
8°) Que atendido lo razonado en los basamentos precedentes, corresponde desestimar el 
primer capítulo de nulidad impetrado subsidiariamente. 
9°) Que, la segunda causal de nulidad invocada se basa en la misma disposición legal antes 
citada fundamentándola en la omisión del año de comisión del delito pesquisado. 
10°) Que, basta para rechazar la segunda causal impetrada la circunstancia que la omisión 
citada, a juicio de esta Corte, es inconducente para acreditarla.  
11°) Que la tercera causal de nulidad invocada, también subsidiariamente, corresponde a la 
prevista en la letra f) del artículo 374 del Código Procesal Penal por estimarse, que en el 
pronunciamiento del fallo en estudio, se habría violado el principio de congruencia, establecido 
en el artículo 341 del citado cuerpo legal, por considerarse que éste se extendería ha hechos 
comprendidos en el requerimiento el cual no contendría referencia al año de comisión del 
delito, por lo que al tribunal le estaría vedado agregar dicha 
circunstancia. 
12°) Que, cabe tener presente que la garantía que sustenta la causal en referencia está cubierta 
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por el debido proceso, específicamente, por el derecho a defensa, en lo que respecta al hecho 
de conocer los cargos a los cuales se enfrenta el imputado y en base a ello generar una defensa 
adecuada, por lo que la exigencia de congruencia, como lo ha señalado la doctrina, constituye 
el reflejo del derecho a defensa en cuanto se requiere que la imputación sea precisa y 
determinada. 
13°) Que, consta de los motivos segundo y cuarto del fallo impugnado que la omisión 
invocada no ha privado al recurrente del derecho a defensa en cuanto a conocer el hecho y los 
cargos que se enfrentaba la imputada, atendido el mérito del requerimiento del Ministerio 
Público, ya que en base a éste generó la defensa que consta del fallo en estudio. 
14°) Que, con el mérito de lo expuesto en los basamentos precedentes resulta evidente que la 
sentencia atacada no ha incurrido en la causal de nulidad consignada en el motivo 11° que 
antecede. 
15°) Que, finalmente, en subsidio de las anteriores, la impugnante ha fundado sus recursos 
invocando la causal establecida en la letra e) del artículo 374, en relación con el artículo 342 
letra c) y 297, todos del Código Procesal tantas veces citado, señalando, al respecto, que el 
tribunal no habría consignado, mediante una exposición clara, lógica y completa las razones de 
hecho por las cuales habría rechazo la prueba de la defensa respecto de la circunstancia 
atenuante contemplada en el numeral 8 del artículo 11 del Código Penal, que se estima 
concurría en la especie. 
16°) Que, es suficiente para desestimar la última causal de nulidad deducida subsidiariamente la 
circunstancia que los hechos en que se fundamenta son impertinentes para acreditarla, ya que 
sólo se refieren a la presunta falta de razonamiento para desestimar la aminorante en comento, 
lo que por lo demás se encuentra desvirtuado en el considerando 4° (4.3) del fallo en estudio. 
17°) Que, en mérito de lo razonado y concluido en los basamentos pertinentes que anteceden, 
es dable inferir que no pueden prosperar los recursos de nulidad impetrados subsidiariamente 
y, por consiguiente, deberán rechazarse. 
18°) Que, sin perjuicio de lo concluido precedentemente, es dable inferir, a juicio de esta Corte 
que, de acuerdo a lo consignado en el escrito de nulidad y del alegato en estrados de la defensa 
de la imputada, se concluye que el recurso en comento, fundado en vicios 
de nulidad, realmente constituye una apelación encubierta, perdiendo de esta forma el carácter 
de derecho estricto. Por estos fundamentos y lo dispuesto, además, en los artículos 352, 
358, 360, 372, 376, 378, 384 y 399 del Código Procesal Penal, se rechaza el recurso de nulidad 
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interpuesto por la Defensoría Penal Pública en contra de la sentencia dictada por el Décimo 
Tercer Juzgado de Garantía de Santiago de dieciséis de abril de dos mil ocho, 
RIT 5612-2007, la cual, por consiguiente, no es nula.  
Finalizada la lectura, se pone término a la audiencia, ordenándose entregar copia de la 
resolución a las partes.  
Redacción del Ministro señor Rocha 
Regístrese y comuníquese por la vía más rápida. 
RUC  N°  0700632346-9 Rol Corte N°860-2008 
Pronunciada por la Primera Sala de esta Corte de Apelaciones, presidida por el Ministro señor 
Alfredo Pfeiffer Richter e integrada por el Ministro señor Raúl Héctor Rocha Pérez y abogado 
integrante señor Francisco Tapia Guerrero, quien no firma, no obstante haber concurrido a la 
vista y acuerdo del fallo por encontrarse ausente. 
Resolución incluida en el Estado Diario de hoy.12 
 
Jurisprudencia Francesa. 
El Consejo Constitucional fue capturado 21 de junio 2012 por el Consejo de Estado (Decisión 
N º 357 798 20 de junio 2012), de conformidad con el artículo 61-1 de la Constitución, una 
cuestión prioritaria de constitucionalidad planteó el Comité de Asociación "radicalmente anti-
taurino Europa" y la asociación "derechos de los animales" en el cumplimiento de los derechos 
y libertades garantizados por la Constitución del artículo 521-1 del Código Penal. 
EL CONSEJO CONSTITUCIONAL 
Dada la Constitución; 
Visto el Decreto 58-1067 de 7 de noviembre de 1958 sobre la ley orgánica sobre el Consejo 
Constitucional; 
 
                                               
12 
http://corte.poderjudicial.cl/SITCORTEPORWEB/DownloadFile.do?TIP_Documento=3&TIP_Archivo=3&C
OD_Opcion=1&COD_Corte=90&CRR_IdTramite=432803&CRR_IdDocumento=403883 (Junio, 2013) 
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Teniendo en cuenta el Código Penal; 
Visto el Reglamento de 4 de febrero de 2010, sobre el procedimiento seguido ante el Consejo 
Constitucional para las cuestiones prioritarias de constitucionalidad; 
Teniendo en cuenta las observaciones de las asociaciones demandantes por el Sr. Eric Verrièle, 
abogado en ejercicio en París, grabado el 11 y 27 de julio de 2012; 
Teniendo en cuenta los comentarios del Primer Ministro, registradas el 13 y 30 de julio de 
2012; 
Teniendo en cuenta las observaciones de la intervención producidos para "Observatorio 
Nacional de las Culturas Taurinas" y "Unión de ciudades taurinas de las asociaciones de 
Francia ', y el SCP Piwnica Molinié, el Conseil d'Etat y la Cour de Cassation, registrada el 12 y 
27 de julio 2012; 
Ante la objeción presentada por los solicitantes, registradas el 11 de julio de 2012; 
Teniendo en cuenta los documentos presentados y que acompañan el expediente; 
I Verrièle de asociaciones solicitantes, el Sr. Emmanuel Piwnica para Profesionales 
Asociaciones y Xavier Pottier, designado por el presidente del Gobierno, se escucharon en la 
audiencia pública del 11 de septiembre de 2012; 
Después de haber oído al ponente; 
1. Considerando que el artículo 521-1 del Código Penal: "El hecho, públicamente o no, de 
ejercer violencia física grave o de carácter sexual, o cometer un acto de crueldad hacia un 
animal doméstico o domesticado o mantenido en cautividad, se castiga con dos años de prisión 
y una multa € 30.000. 
"Si condenado por el dueño de la mascota o si el propietario es desconocido, el tribunal decide 
sobre el destino de los animales, ya sea o no colocarse en los procedimientos judiciales. El 
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tribunal puede ordenar el decomiso de los animales y se presenta para proporcionar una 
fundación o una organización de bienestar animal reconocidas o declaradas de utilidad pública, 
que se puede disponer libremente. 
"Las personas físicas culpables de los delitos contemplados en esta sección también incurren 
en la pena accesoria de prohibición, no como animales o definitivas, mantener y hacer ejercicio 
durante un período de cinco años, la actividad profesional o social siempre que las 
posibilidades ofrecidas por esta actividad han sido deliberadamente utilizadas para preparar o 
cometer el delito. Sin embargo, esta prohibición no se aplica al ejercicio de un cargo electivo o 
responsabilidades sindicales. 
"Las personas jurídicas, la responsabilidad penal de conformidad con el artículo 121-2 del 
Código Penal, incurren en las penas siguientes: 
"- La multa de la manera prevista en el artículo 131-38 del Código Penal; 
"- Las sanciones por 2, 4, 7, 8 y 9 del artículo 131-39 del Código Penal. 
"Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán a las corridas de toros en la tradición 
local ininterrumpida puede ser invocado. No se aplican a las peleas de gallos en las localidades 
donde una tradición ininterrumpida se puede establecer. 
"Las sanciones previstas en este apartado cualquier creación de una nueva Gallodrome. 
"También las mismas penas que abandonan un animal doméstico, domesticado o en cautiverio, 
con la excepción de los animales para la repoblación"; 
2. Considerando que, de acuerdo con las asociaciones demandantes, que prevé las corridas de 
toros una excepción a la persecución penal iniciado por el primer párrafo del artículo 521-1 del 
Código Penal, las disposiciones del párrafo séptimo del mismo artículo violan el principio la 
igualdad ante la ley; 
3. Mientras que la cuestión prioritaria de constitucionalidad se refiere a la primera frase del 
párrafo séptimo del artículo 521-1 del Código Penal; 
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4. Considerando que el artículo 6 de la Declaración de los Derechos Humanos y del Ciudadano 
de 1789: "La ley ... debe ser la misma para todos, sea que proteja o que sancione ", y que el 
principio de igualdad no se opone a lo que el gobierno legislativo de manera diferente en 
diferentes situaciones, o que excepción a la igualdad por razones de interés público, a 
condición de que en cualquiera de los casos, la diferencia en los resultados del tratamiento está 
directamente relacionada con el propósito de la ley que establece, que el legislador se deriva del 
artículo 34 de la Constitución y el principio de legalidad de los delitos y las penas derivadas del 
artículo 8 de la Declaración de la obligación de 1789 a fijado el alcance de la ley Penal y definir 
los delitos en términos suficientemente claros y precisos para excluir arbitraria; 
5. Considerando que el párrafo primero del artículo 521-1 del Código Penal castiga incluyendo 
palizas y la crueldad a los animales en cautiverio doméstico o portátil, la primera frase del 
párrafo séptimo de este artículo excluye la aplicación de estos disposiciones a las corridas de 
toros, sin embargo, que esta exención se limita a los casos en que una tradición local 
ininterrumpida puede ser invocada, en la realización de una exención limitada de la 
responsabilidad penal, la intención del legislador de que las disposiciones del párrafo primero 
del artículo 1 521 del Código Penal no se puede poner en duda algunas de las prácticas 
tradicionales que afectan a un derecho garantizado por la Constitución, la exclusión de 
responsabilidad penal establecida por las disposiciones impugnadas es aplicable sólo en algunas 
partes del país donde la existencia de una tradición ininterrumpida como está establecido y sólo 
para los actos comprendidos en el ámbito de esta tradición, como consecuencia, la diferencia 
de trato establecida por el legislador entre las acciones de la misma naturaleza realizados en 
diferentes zonas geográficas está directamente relacionada con el objeto de la ley que establece, 
además, a los órganos jurisdiccionales competentes para evaluar las circunstancias de hecho 
cumplir la tradición local ininterrumpida, este concepto, que no es de carácter ambiguo, es 
suficientemente específicos como garantía frente a los riesgos de arbitrariedad; 
6. De lo anterior se desprende que el motivo basado en la violación del principio de igualdad 
debe ser rechazada y que la primera frase del párrafo séptimo del artículo 521-1 del Código 
Penal, que no infringe ningún derecho o libertad garantizada por la Constitución, debe ser 
declarado de conformidad con la Constitución, 
 
 26 
D E C I D E: 
Artículo 1 -. La primera frase del párrafo séptimo del artículo 521-1 del Código Penal se ajusta 
a la Constitución. 
Artículo 2 -. La presente Decisión se publicará en el Diario Oficial de la República Francesa y 
notificada de conformidad con el artículo 23-11 de la Ordenanza de 07 de noviembre 1958 
antes mencionado. 
Aprobado en Consejo Constitucional en su sesión de 20 de septiembre de 2012, a la que 
asistieron: Sr. Jean-Louis Debré, Presidente Jacques Barrot, Claire Bazy MALAURIE, MM. 
Chico Canivet, CHARASSE Michel Renaud DENOIX SAINT MARC, la señora Jacqueline 























II.1 La Ley 20380 
1.- La intención del legislador 
Esta ley, originada en moción de senadores, establece normas destinadas a conocer, proteger y 
respetar a los animales, como seres vivos y parte de la naturaleza, con el fin de darles un trato 
adecuado y evitarles sufrimientos innecesarios. 
En términos generales, sobre el cuidado de los animales dice, que toda persona dueña de un 
animal debe darle alimento y albergue de acuerdo a sus necesidades mínimas y no restringir su 
libertad de movimiento de forma innecesaria, en especial si le causa sufrimiento o alteración de 
su desarrollo normal. Esto también se aplica al transporte de animales, que debe realizarse de 
tal forma que no cause maltrato y que esté acorde con la especie y medio de trasporte utilizado. 
Establece cuáles son los recintos que deben contar con instalaciones adecuadas según las 
especies y además tener la correspondiente protección para las personas. 
Autoriza hacer experimentos con animales, siempre y cuando los conduzcan personal 
calificado que reduzca al mínimo el sufrimiento del animal. 
Sobre el control de la población de animales callejeros, dice que las autoridades deben hacer 
campañas de educación respecto a la tenencia responsable de animales. Faculta para controles 
sistemáticos de la fertilidad de perros y gatos y se autoriza el sacrificio de animales pensando en 
el beneficio del animal. 
Por último, establece la creación de un Comité de Bioética Animal permanente para definir las 
directrices bajo las cuales se podrán desarrollar experimentos en animales vivos. 
Un reglamento definirá las distintas categorías de animales domésticos y silvestres, según 
especie. 
Es posible realizarle ciertas críticas a esta ley, pues por ejemplo, no establece como agravante si 
el maltrato animal genera la muerte de éste. 
No obliga a ningún organismo estatal a la evacuación de animales en caso de catástrofes, ni 
tampoco define ni tipifica un biocidio. 
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No regula la venta indiscriminada de crías, lo cual genera un grave maltrato a estas y a sus 
respectivas madres, todo por un valor económico.  
2.- ¿Qué y cómo se protege? 
Toda persona dueña de un animal debe darle alimento y albergue de acuerdo a sus necesidades 
mínimas y no restringir su libertad de movimiento de forma innecesaria, en especial si le causa 
sufrimiento o alteración de su desarrollo normal. Esto también se aplica al transporte de 
animales, que debe realizarse de tal forma que no cause maltrato y que esté acorde con la 
especie y medio de transporte utilizado.  
Sobre los circos, zoológicos y demás establecimientos, establece que los siguientes recintos 
deben contar con instalaciones adecuadas según las especies que posean y además tener la 
correspondiente protección para las personas: 
 Circos y zoológicos (y otros lugares destinados al espectáculo o exhibición de animales) 
 Laboratorios de diagnóstico veterinario 
 Clínicas veterinarias 
 Establecimientos destinados a la producción industrial de animales y de sus productos 
 Locales comerciales de compraventa de animales 
 Locales dedicados a la docencia e investigación con animales 
 Establecimientos de adiestramiento de animales 
 Hospedaje de animales 
A su vez, sobre la experimentación en animales, la ley si la autoriza pero siempre y cuando los 
conduzca personal calificado (veterinario, médico o similar) que reduzca al mínimo el 
sufrimiento del animal. Los experimentos sólo podrán hacerse para actividades docentes, para 
probar hipótesis científicas, probar productos naturales o sintéticos, producir sustancias 
médicas y, en general, para estudiar las características del animal. 
Sobre el tema que nos convoca principalmente, el de los animales en estado de calle plantea la 
ley que en general, las autoridades deben hacer campañas de educación respecto de la tenencia 
responsable de animales. También están facultadas para hacer “controles sistemáticos” de la 
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fertilidad de perros y gatos, siempre usando métodos racionales que les eviten sufrimientos 
innecesarios. 
Sobre el tema del rodeo, la hípica, carreras de vacas, etc., la ley no se pronuncia al respecto en 
el sentido de que no establece límite o prohibición alguna, ya que en Chile, al ser actividades 







3.- Aplicación de la ley en casos concretos. 
Un juez competente, en primer lugar, puede ordenar que el animal afectado le sea retirado a su 
dueño y que reciba la atención veterinaria que corresponda. Luego, quien haya cometido el 
maltrato puede ser castigado con de 61 días a 3 años de cárcel y/o multa de 30 UTM. 
Adicionalmente, los establecimientos que trabajan con animales (circos, zoológicos, tiendas, 
etc.) y que no los tengan en condiciones adecuadas serán castigados con una multa de entre 















CAPÍTULO III.- Análisis de la no aplicación de la legislación actual en Chile y lo que 
realmente debiera ser (propuestas). 
3.1. Derecho Comparado 
Normas protectoras de animales en el viejo continente. 
La doctrina ha apreciado una mayor tradición jurídica, en lo que a la protección penal de los 
animales se refiere, en el derecho comparado europeo. 
1. Francia 
La ley francesa aún reposa en la ficción jurídica que históricamente considera a los animales 
como “objetos que se mueven por sí solos”. No hace falta evidenciar la falta de actualidad de 
esta definición, totalmente impermeable a los descubrimientos científicos y etológicos. 
Esta definición es el punto de partida sobre la que el sistema jurídico construye su teoría acerca 
de la trama de relaciones que se establecen entre personas y animales. 
Los animales pues, son definidos como “bienes muebles”, al igual que una silla, un auto, etc. 
Dada esta característica, contenida en el artículo 528 del Código Civil Francés, desciende que el 
animal es el objeto del derecho de propiedad de su amo. Como en todas las normas parecidas 
de otros países, esta relación entre amo y animal acarrea responsabilidades relativas a los daños 
que el animal pueda ocasionar a personas y cosas (artículo 1385 Código Civil Francés). 
Adicionalmente a esta definición, existe otra, relativa a los animales tenidos en una finca para el 
servicio y la explotación de esta. Dichos animales se consideran como bienes inmuebles (nuevo 
texto artículo 524 Código Civil Francés). 
Sin embargo, es difícil mantener la connotación de (objeto que se mueve por sí solo), cuando 
este objeto sangra, sufre y es capaz de cierta autonomía decisional. Por esto el legislador ha 
debido tomar nota de tal discrepancia e intentar modificar, paliar y suavizar los efectos que se 
enlazan a dicha concepción. En esto se basaron los primeros movimientos de protección 
animal. 
Por esta razón los antecedentes de su actual normativa francesa, se remontan a 1791, cuando el 
Código Penal calificó de delito el envenenamiento de animales de propiedad ajena por perfidia 
o venganza, al igual que el propósito de dañarlos. 
Estas tipificaciones estaban castigadas con penas de hasta 6 años de prisión. 
Otra ley del mismo año llegaba a encarcelar hasta durante un mes, a toda persona que hubiese 
premeditadamente herido al ganado o a perros de guardia. Sin embargo, estas normas no 
protegían al animal en si, como “ser” al que se le otorga tutela jurídica, sino que se salvaguarda 
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el derecho de propiedad de su propietario y la productividad. Deberán pasar muchos años 
antes de que la protección de los animales empiece a tomar connotaciones propias, como 
reconocimiento de la necesidad social de proteger a los animales en calida de seres vivos. 
Uno de los motores del desarrollo jurídico en esa dirección fue la creación en Inglaterra, en 
1824, de la primera sociedad de protección animal (RSTCA). 
Francia, siguiente ejemplo en 1845, cuando se creó por ley la “Société Protectrice des Animaux”,  
como resultado de la protesta del general Grammont. 
Gracias a este hombre, en 1850 se promulgó la famosa “ley Grammont”, que castigaba con 
multa o prisión a aquellos que hubiesen públicamente maltratado a los animales. Nada decía la 
ley sobre los malos tratos en privado, por los que estos actos se escapaban del dictado 
preceptivo. 
Fue más de un siglo más tarde, en 1959, cuando el ordenamiento francés llegó a contemplar el 
maltrato de animales de manera desvinculada de la ofensa a la sensibilidad humana, y de la 
necesidad de publicidad conminando multa y reclusión para quienes maltrataran a animales. 
La obligatoriedad del censo, instrumento príncipe en la protección de los animales, halló su 
sitio en el ordenamiento jurídico francés en 1971, año en el que se suprimió también la tasa 
sobre la tenencia de perros. Y en 1976, mediante ley nacional, se aprobó la “Carta del animal”, 
incluyendo en ella la inequívoca concesión del estatus de “ser sensible”. 
 
2. Italia: 
El sistema italiano es prácticamente muy parecido al español, ya sea por cultura, tradiciones o 
vicisitudes históricas. 
Ordenamiento jurídico de derecho codificado, la materia de la protección animal en Italia está 
contenida en varias fuentes. En el plano administrativo, la disciplina es delegada a las “leyes 
regionales”, las cuales deben armonizarse sin más por los principios básicos establecidos en las 
leyes del Estado y en la Constitución. Por ejemplo, la ley que suprimió la eutanasia como 
medio de control de la demografía de los animales abandonados y de su protección (ley 
número 281 del 14 de Agosto de 1991), fija el marco de acción de las leyes regionales, por lo 
que ninguna autonomía podría introducir modificaciones “in peyus”, del estatus de los 
animales. 
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Además, instituyéndose en el artículo 1 el “derecho a la vida”, la citada ley elimina toda 
diferenciación entre el hombre y los otros animales en cuanto a esta prerrogativa fundamental, 
además de instituir la prohibición de entregar animales de refugios a laboratorios.13 
Esta materia también está regulada en el Código Penal Italiano, artículo 727, donde se castiga 
con multa a quien someta con rigor al animal, sin necesidad le somete a trabajo o tortura o lo 
emplea en labores para las que no es apropiado por enfermedad o por edad. 
La misma pena se va a imponer a quien, aunque sólo sea con fines científicos y didácticos, en 
lugar público o abierto, o expuesto al público, somete a animales vivos a experimentaciones 
tales que producen horror, y aumentará la pena en el caso de que se trate de animales utilizados 
en juegos o espectáculos públicos y que además soportan dolor o sevicias. 
En este código también aparece como delito (artículo 638) la muerte sin necesidad o cuando se 
deja inservible o deteriorado al animal que pertenece a otro, imponiéndose la pena de reclusión 




Debe citarse al Código Penal Austriaco del 23 de Enero de 1974, que castiga en el párrafo 222 
al que maltratare con crueldad a un animal o le atormente innecesariamente; a esta conducta se 
le impondrá una pena privativa de libertad de hasta un año o multa de 360 fracciones de un día 
(la misma pena, desde una perspectiva culposa, cuando se transporte un gran número de 
animales y se les exponga a la situación intolerable de no darle alimento o bebida durante un 
período prolongado de tiempo, acción ésta de carácter omisivo). 
En cuanto a legislaciones americanas se trata, en su mayoría, son consideradas rígidas, en sus 
normas de protección animal y en general consideran el maltrato de animales como una acción 
grave que debe castigarse con pena de prisión, salvo algunas excepciones. 
 
4. España 
En España, la responsabilidad en materia de protección y conservación de animales, está 
compartida entre distintas administraciones públicas, e incluso por distintos órganos de una 
misma administración, como es el caso de la administración general del Estado. 
                                               
13 Esta materia está reglamentada detalladamente por el Decreto Legislativo 116/92 (Protección de los 
animales empleados en experimentos y otras finalidades científicas) 
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Las competencias del Ministerio del Medioambiente (Dirección general de conservación de la 
naturaleza), se centran en la preparación de la legislación básica, de acuerdo con la normativa 
europea, y en la coordinación de actuaciones entre las distintas comunidades autónomas, en lo 
que exclusivamente se refiere a la conservación de especies animales y ejemplares silvestres, 
especialmente en su medio natural. 
En cambio, la legislación básica sobre protección de animales en general, con especial 
incidencia en los aspectos sanitarios de los animales domésticos y de compañía, es de 
competencia del ministerio de agricultura, pesca y alimentación (MAPA) a través de la 
dirección general de ganadería, mientras la regulación básica de los espectáculos públicos, y en 
concreto de los espectáculos taurinos, es responsabilidad del ministerio del interior. 
Según el real decreto 1282/2000, de 30 de Junio, por el que se modifica y desarrolla la 
estructura orgánica básica del MAPA (VOE número 157 del 1 de Julio de 2000), la 
subdirección general de sanidad veterinaria, ejercía las competencias del citado ministerio “en 
materia de sanidad de los animales, así como en el estudio y análisis de sus consecuencias 
medioambientales, sin perjuicio de las competencias del ministerio de medioambiente en esta 
materia”. Tras la publicación del real decreto 908/2001, de 27 de Julio por el que se modifica 
puntualmente el R.D. 1282/2000 (VOE número 180, del 28 de Julio de 2001), se suprimía la 
dirección general de sanidad veterinaria y creaba la subdirección general de sanidad animal a la 
que corresponde el ejercicio de las competencias del departamento en materia de sanidad de 
los animales, la prevención y estudio de sus enfermedades y su protección en las fronteras. 
Hasta ése momento, la protección de los animales se englobaba entre las funciones de la citada 
subdirección general. 
Sin embargo, seguidamente se aprueba el real decreto 908/2001, de 27 de Julio, por el que se 
modifica el nuevo R.D. 1282/2000 (VOE número 180, de 28 de Julio de 2001), modificándose 
a su vez, la anterior estructura orgánica de la dirección general de ganadería. Según esta última 
normativa, a parte del SG de sanidad animal que sigue ejerciendo competencias en materia 
sanitaria y prevención de enfermedades de los animales, se crea una nueva subdirección general 
de ordenación de explotaciones que, además de otras funciones, “ejercerá las competencias del 
departamento en materia de bienestar de los animales”. 
La dirección general de ganadería del MAPA ha trabajado en la elaboración de un anteproyecto 
de ley de sanidad animal, en sustitución de la antigua ley de epizootias, de 20 de Diciembre de 
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1952 y en un anteproyecto de ley de protección de los animales, no existiendo en la actualidad 
una legislación básica en este último aspecto. 
En la actualidad, una norma general importante es la constituida por el real decreto 54/1995, 
de 20 de Enero, sobre protección de los animales en el momento de su sacrificio o matanza 
(VOE 12 de Mayo de 2001), cabe despejar cuestiones de carácter competencial en relación a 
las inspecciones y controles de las explotaciones ganaderas derivados de las actuaciones de la 
Unión Europea. 
Normas protectoras de los animales en legislaciones americanas. 
 
1. Costa Rica 
 
En el artículo 21 de su ley 7451, señala que la pena será de multa equivalente a 4 salarios 
mínimos mensuales, en caso de organizar peleas entre animales de cualquier especie o 
promover la cría, la hibridación o el adiestramiento de animales para aumentar su peligrosidad.  
Ha sido la única legislación de las consultadas que no ha establecido pena de prisión y prueba 





En México, la ley más importante en esta materia, es la “ley de protección a los animales para 
el distrito federal” de fecha 26 de Diciembre de 1980. 
La ley en comento, realiza una declaración de objetos, siendo el principal “la erradicación de 
los actos de crueldad y maltrato” y su fin es “el respeto por todas las especies”. 
Procederemos a continuación, a efectuar un análisis de la ley anunciada: 
1) La ley se aplicará a los animales domésticos y salvajes que habiten con el hombre. 
2) Entrega la supervigilancia del cumplimiento de sus normas a la autoridad 
administrativa. 
3) Sanciona, en forma general: “todo perjuicio de un animal vertebrado proveniente de 
cualquier persona”. 
4) Para el cumplimiento de lo anterior, señala un catálogo de las faltas sancionadas. 
5) Sanciona también el abandono de un animal cuando éste cause daños a terceros. 
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6) Se refiere expresamente a la experimentación en los animales. 
7) Exige autorización de la autoridad competente para la tenencia de un animal feroz. 
8) Se refiere a las peleas de animales, prohibiéndolas expresamente, salvo las corridas de 
toros y de gallos (estas excepciones estarían motivadas por la cultura mexicana). 
9) Prohíbe el entrenamiento de animales para aumentar su agresividad. 
10) Declara al Estado dueño de todos los animales que vivan libremente y que no hayan 
sido objeto de domesticación, así como también sus crías. 
11) Prohíbe la caza de todo animal silvestre. 
12) El sacrificio de los animales domésticos, sólo se realizará por motivos de fuerza mayor. 
13) La captura de animales por motivo de salud pública, se hará por personal autorizado y 
no entrañará actos de crueldad. El dueño, podrá reclamarlo dentro de las 72 horas 
siguientes, probando su tenencia; los que no sean reclamados, serán sacrificados por 
métodos indoloros. 
14) Se refiere a los criadores de animales, regulando su actividad. 
15) Las normas de esta ley se aplican en contra de toda persona, sin distinción. 
16) La sanción general a la contravención de esta ley es una sanción pecuniaria o arresto 
hasta por 24 horas. 
 
Como se puede observar, esta ley sigue los patrones conductuales de toda ley de 
protección animal. Sin embargo, algunas disposiciones conllevan un avance real sobre la 
materia. Sobretodo al declarar al Estado como dueño de todas las especies que viven 
libremente y que no hayan sido objeto de domesticación. Según se colige de las 
disposiciones de esta norma, el Estado deberá cumplir con una suerte de guarda y no como 
dueño exclusivo de los animales, lo que significa en otras palabras, que el Estado tendrá 




En Argentina rige en esta materia la ley número 14346 de 1979, la que sigue las normas 
generales sobre protección animal. Sin embargo, es una ley no muy rica, rescatándose como 
único aporte el hecho de establecer una sanción especial para el caso que el actor de la 
conducta sancionada sea el dueño del animal.  
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Las normas más sobresalientes de esta ley son: 
1) Objeto de la ley, sólo los animales vertebrados domésticos. 
2) La sanción es caso de contravención es arresto o multa. 
3) Establece un catálogo de las conductas sancionadas. 
4) Otorga acción a las sociedades protectoras, tanto para ser parte de un juicio, como para 
supervigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley. 
Como señalé anteriormente, la ley es común en su articulado y no presenta ninguna evolución 
respecto de las normas de protección animal; sin embargo, podemos decir que un aspecto 
destacable en esta ley , es que plasma una interpretación auténtica, efectuada por el propio 
legislador, por lo tanto proporciona una mayor seguridad jurídica.  
 
3.2 Declaración Universal de los Derechos de los Animales 
Considerando que todo animal posee derechos y que el desconocimiento y desprecio de dichos 
derechos han conducido y siguen conduciendo al hombre a cometer crímenes contra la 
naturaleza y los animales, se proclama lo siguiente:  
Artículo No. 1 
Todos los animales nacen iguales ante la vida y tienen los mismos derechos a la existencia.  
Artículo No. 2 
a) Todo animal tiene derecho al respeto.  
b) El hombre, como especie animal, no puede atribuirse el derecho de exterminar a los otros 
animales o de explotarlos, violando ese derecho. Tiene la obligación de poner sus 
conocimientos al servicio de los animales.  
c) Todos los animales tienen derecho a la atención, a los cuidados y a la protección del 
hombre.  
Artículo No. 3 
a) Ningún animal será sometido a malos tratos ni a actos crueles.  
b) Si es necesaria la muerte de un animal, ésta debe ser instantánea, indolora y no generadora 
de angustia.  
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Artículo No. 4 
a) Todo animal perteneciente a una especie salvaje tiene derecho a vivir libre en su propio 
ambiente natural, terrestre, aéreo o acuático y a reproducirse.  
b) Toda privación de libertad, incluso aquella que tenga fines educativos, es contraria a este 
derecho.  
Artículo No. 5 
a) Todo animal perteneciente a una especie que viva tradicionalmente en el entorno del 
hombre tiene derecho a vivir y crecer al ritmo y en las condiciones de vida y de libertad que 
sean propias de su especie.  
b) Toda modificación de dicho ritmo o dichas condiciones que fuera impuesta por el hombre 
con fines mercantiles es contraria a dicho derecho.  
Artículo No. 6 
a) Todo animal que el hombre haya escogido como compañero tiene derecho a que la duración 
de su vida sea conforme a su longevidad natural.  
b) El abandono de un animal es un acto cruel y degradante.  
Artículo No. 7 
Todo animal de trabajo tiene derecho a una limitación razonable del tiempo e intensidad del 
trabajo, a una alimentación reparadora y al reposo.  
Artículo No. 8 
a) La experimentación animal que implique un sufrimiento físico o psicológico es incompatible 
con los derechos del animal, tanto si se trata de experimentos médicos, científicos, comerciales, 
como de otra forma de experimentación.  
b) Las técnicas alternativas deben ser utilizadas y desarrolladas.  
Artículo No. 9 
Cuando un animal es criado para la alimentación debe ser nutrido, instalado y transportado, así 
como sacrificado, sin que ello resulte para él motivo de ansiedad o dolor.  
Artículo No. 10 
a) Ningún animal debe ser explotado para esparcimiento del hombre.  
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b) Las exhibiciones de animales y los espectáculos que se sirvan de animales son incompatibles 
con la dignidad del animal.  
Artículo No. 11 
Todo acto que implique la muerte de un animal sin necesidad es un biocidio, es decir, un 
crimen contra la vida.  
Artículo No. 12 
a) Todo acto que implique la muerte de un gran número de animales salvajes es un genocidio, 
es decir, un crimen contra la especie.  
b) La contaminación y la destrucción del ambiente natural conducen al genocidio.  
Artículo No. 13 
a) Un animal muerto debe ser tratado con respeto.  
b) Las escenas de violencia, en las cuales los animales son víctimas, deben ser prohibidas en el 
cine y en la televisión, salvo si ellas tienen como fin dar muestra de los atentados contra los 
derechos del animal.  
Artículo No. 14 
a) Los organismos de protección y salvaguarda de los animales deben ser representados a nivel 
gubernamental.  













Queda de manifiesto la falta de rigurosidad en la creación legislativa, ya que si bien es cierto 
estamos tratando de generar cambios en relación al tema de maltrato animal, no logramos 
abarcar el todo, ya que siempre quedan vacíos o términos demasiado amplios que requieren de 
interpretación. 
Es admirable que países como Francia e Italia, han incluso prohibido ya temas relacionados 
con la eutanasia, que regulen el maltrato sea público o privado, eviten el aumento demográfico 
de población canina abandonada y un sin fin de cosas que en Chile, estamos muy lejos de 
lograrlo. 
De lo que carece Chile, puntualmente, es de una normativa que sea más certera al momento de 
castigar o señalar cuando y cómo una acción u omisión es constitutiva de maltrato o crueldad. 
Si bien es cierto, existen definiciones, no son del todo claras, por algo existen vacíos y es el por 
qué no se puede sancionar del todo en nuestro país el maltrato animal, es más, se permite el 
lucro de crías caninas, la peletería, etc. Y el SAG siendo un ente fiscalizador no toma las 
medidas necesarias para evitar el sufrimiento siendo que efectivamente el maltrato animal es un 
delito, así lo está tipificado en el Código Penal. 
Otros países han puesto énfasis y especial cuidado en el tema de caracterizar o dar a entender 
cuándo, cómo y por qué una persona habría cometido maltrato o crueldad animal y posterior a 
eso, han enfatizado el hecho de la pena, sanción, ya sea si se considera un delito propiamente 
tal o una simple falta. 
España es un claro ejemplo de protección jurídica hacia los animales, siendo que una de sus 
tradiciones (actividades taurinas) son el fiel reflejo de una retrógrada costumbre: clavar puñales 
en la espalda a un toro, a vista y paciencia de los asistentes. 
Nosotros no nos quedamos atrás: el rodeo, actividad “lícita”, que posee su propio reglamento, 
tiene sus propias normas, está fuera del alcance de la pena de éste delito, ya que, como dije 
anteriormente, tiene el carácter de ser lícito. Lo mismo ocurre con las corridas de vacas, las 
peleas de gallos, las peleas de perros, la actividad peletera, la cría para la venta de perros o gatos 
o diversas especies que se usan para obtener un valor de carácter económico. 
Los proteccionistas de los animales por su parte, se sienten solos, incluso burlados, ya que se 
llega a pensar de que en Chile éste delito no tiene pena o es una pena invisible, pues nada se 
hace. 
 40 
Si una persona ahorca a un perro, sabe que más allá de una investigación por parte del 
Ministerio Público no va a tener, quizás una formalización y ¿luego qué? 
Esa es la pregunta que más adherentes tiene, pues más allá de defender físicamente a un 
animal, querellarse contra el maltratador a sabiendas de su persona, es algo bastante inútil y es 
una de los tantos motivos por lo que se ha perdido la fe en la justicia: que delitos tan 
aberrantes como es maltratar o someter a un acto cruel a un animal, queden impunes a la luz 
de una ley de protección animal, y de un artículo del cuerpo legal chileno, que es el Código 
Penal. 
Estamos en vías de poder construir una buena normativa, como lo han hecho en Francia, 
Austria, Italia y España, pero por el hecho quizás de aspirar a tanto es que no hemos podido 
dar en el gusto a que éste delito si sea sancionado. 
Como dije anteriormente, en América las penas son bien estrictas, si el maltrato se comete, 
debe ser sancionado con prisión y eso, en un principio, hasta que no nos saquemos la venda de 
los ojos de que los animales a la luz del marco jurídico, dejaron de ser cosas muebles 
semovientes, como lo plantea el Código Civil. Algo que siente y posee cierta independencia no 



















Nuestro sistema jurídico, si bien no es perfecto o completo, cuenta con una clara orientación 
en cuanto a que las distintas normas de carácter penal o administrativo tienden a castigar el 
maltrato animal, a fin de evitar el sufrimiento innecesario de estos. En este sentido, normas 
penales y administrativas se relacionan estableciendo conductas que son prohibidas y que 
atentan contra la protección animal, y que se fiscaliza a su vez por medio de órganos públicos, 
cuya labor es legalizar la protección, y que todo no quede en el texto de una ley. 
Lo anterior, no obsta a que exista conciencia entre quienes se ocupan y velan por el tema del 
respeto animal, y que a su vez intentan introducirlo en el sistema jurídico. 
Realizar este trabajo, me permitió resolver un tema prácticamente personal: ¿Qué hacen las 
leyes por los animales o subsidiariamente, qué hacen por quienes protegen a los animales? 
Pude también verificar, de qué manera se desenvuelve el tema de los animales a nivel nacional 
e internacional, pues no sólo somos una minoría quienes luchamos por los animales, sino que 
lo largo y ancho del mundo existen grupos, que de una forma u otra, lograron instaurar el tema 
animal con gran valor y coraje. 
Me preocupa mucho si, entre tantos temas, el de la caza, la posibilidad de obtener un permiso 
para poder cazar animales que en teoría están protegidos, no sólo destruimos fauna nacional, 
sino que también destrozamos ecosistemas que, a la larga, nos perjudica directamente a 
nosotros. 
Creo, dentro de todo, que el panorama sobre protección animal va a dar un verdadero vuelvo 
cuando la gente por fin entienda que no estamos solos en este mundo, en éste país o donde 
estemos, la sociedad debe comprender la importancia y trascendencia que tiene el no hacer 
sufrir animales o en general, seres indefensos, lo que nos da a reflexionar a la larga. 
Para finalizar, ha quedado plasmado y demostrado en estas hojas que, nuestro país carece de 
sobremanera de un marco legal que englobe todo lo anterior señalado, quizás por poca visión 
de futuro, escaso interés ecológico, medioambiental, etc. 
Aún no hay que perder la esperanza, quedan jóvenes y niños por educar aún, que logren 
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